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RESUMEN EJECUTIVO
El presente documento analiza el marco regulatorio de la anchoveta 
y su impacto sobre la sostenibilidad del recurso. El estudio hace 
explícita la estructura de incentivos generada por las principales 
normas que regulan al sector y el comportamiento de los agentes 
a que estas induce, sobre todo en cuanto a su impacto sobre la 
sostenibilidad de la pesquería. Se verifica que la política y normativa 
pesquera de los últimos veinte años ha carecido de coherencia 
interna y es poco predecible. Al no plantearse metas claras para la 
sostenibilidad de la pesquería, en muchas ocasiones las diferentes 
normas dictadas, en lugar de fortalecer la sostenibilidad del recurso, 
lo han puesto en peligro. Así, se ha dado pie a que el sector se 
encuentre desordenado, sea vulnerable a la corrupción y, por ende, 
a que apostar por la ilegalidad muchas veces constituya una opción 
rentable.

Las principales propuestas son:

i.	 el objetivo central de la política pesquera debe ser simple y 
estable en el tiempo: “Promover el desarrollo sostenible y 
eficiente de nuestras pesquerías” y no incorporar objetivos que 
escapan al ámbito del sector; 

ii.	 para asegurar la sostenibilidad se debe fomentar la investigación 
y el monitoreo permanente del mar, las decisiones de política 
deben basarse en recomendaciones científicas independientes y 
sólidas; 

iii.	 se debe terminar con la ficción de separar la flota para CHI 
y para CHD, para lo cual será necesario adecuar primero la 
regulación, los sistemas de seguimiento, control y vigilancia, y, 
por ende, la institucionalidad sectorial, que a futuro permitan 
contar con un régimen de cuota global y cuotas individuales de 
captura para todo el sector; 

iv.	 todo agente económico que aprovecha y explota los recursos 
hidrobiológicos debe pagar por ello un derecho de pesca que 
cubra, cuando menos, todos los costos de administración de la 
pesquería; 

v.	 modificar la normativa respecto a la pesca de juveniles, a fin de 
incentivar el reporte oportuno de las capturas, eliminando los 
incentivos que promueven los descartes en el mar, contribuyendo 
con ello al cierre efectivo de zonas de pesca de manera oportuna 
y sancionando gravosamente a aquellos infractores que reincidan 
pescando en zonas cerradas; 
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vi.	 reforzar las acciones de control y fiscalización en toda la cadena 
de procesos que realizan las plantas industriales, de todo tamaño 
y tipo, ampliando dichas acciones a las plantas residuales y de 
reaprovechamiento de residuos sólidos; 

vii.	 revisar la estructura del diseño organizacional del SISESAT y hacer 
efectiva la legislación, obligando a todos los actores económicos 
a tener instalado a bordo un sistema de seguimiento satelital o 
similar; 

viii.	modificar integralmente el régimen de sanciones a fin de que estas 
puedan efectivamente ejecutarse y constituirse en herramientas 
disuasivas de las conductas que se buscan eliminar; y 

ix.	 reformar y ordenar la institucionalidad del sector, separando 
las funciones de fiscalización y control (el área más crítica de 
PRODUCE) a través de la creación de una Superintendencia 
Nacional de Pesca, de aquellas funciones propias de regulación, 
promoción y  política sectorial, que sí deberían permanecer bajo un 
Viceministerio de Pesquería.
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En el presente documento se identifican y analizan 
las principales normas que conforman el marco 
regulatorio de anchoveta. Dichas normas han sido 
escogidas en tanto tienen un impacto sustantivo en 

términos de la eficiencia, la equidad y la sostenibilidad de nuestra 
principal pesquería. Se pone énfasis en hacer explícita la estructura 
de incentivos generada por las principales normas que regulan al 
sector y el comportamiento de los agentes a que estas inducen, sobre 
todo en cuanto a su impacto sobre la sostenibilidad de la pesquería. 

Las normas a ser analizadas cubren cinco áreas: (i) regímenes de 
acceso a la pesquería y derechos de pesca; (ii) normativa sobre la 
pesca de juveniles; (iii) las plantas de procesamiento de harina 
residual y reaprovechamiento de residuos sólidos; (iv) los sistemas 
de control y vigilancia; y (v) el régimen de sanciones. Tras este 
análisis, se presenta (vi) una breve caracterización de la normativa y 
la gobernanza del sector. Finalmente, en la sección (vii) se presenta 
un resumen de los principales retos que se requiere enfrentar el 
sector y las recomendaciones de política que se derivan del análisis 
presentado en este documento.

Este estudio fue financiado por WWF. Para el desarrollo del mismo 
se realizaron una serie de entrevistas a distintas personalidades de 
diversos sectores -funcionarios públicos, políticos, empresarios y 
académicos- con el fin de aprender de ellos y obtener información y 
sugerencias valiosas para la investigación. Evidentemente, cualquier 
error es responsabilidad exclusiva de los autores.

INTRODUCCIóN
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1. REGÍMENES DE ACCESO 
A LA PESQUERÍA Y 

DERECHOS DE PESCA

Desde hace más de cincuenta 
años, la regulación sobre 
el acceso a la pesquería 
de anchoveta y el pago 
de derechos de pesca ha 
diferenciado entre las 
embarcaciones que pescaban 
para (i) consumo humano 
indirecto (CHI), es decir, 

para fábricas productoras de harina y aceite de pescado; y (ii) las embarcaciones 
cuya pesca se destina al consumo humano directo (CHD), es decir, anchoveta 
fresca, congelada, enlatada o curada. La flota para CHI se la conoce como flota 
industrial (embarcaciones de mayor escala de acero o de madera, con capacidades 
de bodega superiores a las 32.6 metros cúbicos), mientras que la flota para CHD 
está constituida por la flota artesanal (embarcaciones con bodegas de hasta 
10 metros cúbicos) y la de menor escala (con bodegas entre 10 y 32.6 metros 
cúbicos). En la actualidad, el marco regulatorio señala que la flota artesanal se 
dedica exclusivamente al CHD y que la de menor escala preferentemente al CHD, 
pues la normativa de descartes les permite a las embarcaciones de menor escala 
destinar hasta el 10% de sus capturas a la fabricación de harina residual, mientras 
que la flota industrial solo puede pescar para CHI. Sin embargo, la normativa 
vigente también permite a las Plantas de CHD, que reciben las capturas de la flota 
artesanal y de menor escala, asignar hasta el 40% de lo recibido y declarado como 
no apto para su proceso, a la fabricación de harina residual, es decir, al  CHI.

Con respecto al volumen total de pesca permitida, el marco regulatorio vigente 
desde hace más de veinte años señala que la autoridad sectorial debe fijar 
una cuota “global” de captura para la flota industrial antes del inicio de cada 
temporada de pesca, y que lo debe hacer en función a las recomendaciones que al 
respecto haga la autoridad científica (el IMARPE). Este régimen fue transformado 
y modernizado con la introducción de cuotas individuales de pesca para la flota 
industrial en el año 2008. En contraposición a lo anterior, la pesca que realiza la 
flota artesanal y de menor escala, aún hoy en día, no está sujeta a una cuota global 
de captura (y mucho menos a un sistema de cuotas individuales). 

En este contexto, no debe sorprender que el tratamiento de los derechos de 
pesca en esta pesquería también sea diferenciado, según se trate de pesca para 
CHI o CHD (esta última se encuentra exonerada de pagar derechos de pesca). 
Sin embargo, es importante resaltar que la existencia de un marco regulatorio 
diferenciado para una misma pesquería, dependiendo del destino que se le dé a 
la pesca, no tiene mayor sustento científico, ni base lógica alguna. Claramente, la 
biomasa de anchoveta es una sola, al margen de que el armador destine su pesca al 
CHD o al CHI. Por lo tanto, la normativa orientada asegurar la sostenibilidad de la 
especie debería regular a la flota como un todo.

Bajo la actual estructura de costos y precios relativos (donde la rentabilidad 
relativa de destinar la pesca de anchoveta al CHI es significativamente mayor 
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a orientarla al CHD), y en un contexto de limitada capacidad de supervisión y 
control por parte de las autoridades (casi inexistente en el caso de la flota de menor 
escala y artesanal), no es sorprendente que la normativa que trata de segmentar 
artificialmente la pesquería sea constantemente violada. En efecto, el armador 
artesanal y el de menor escala tienen grandes incentivos para “desviar” su pesca a 
las plantas de harina y aceite de pescado, y lo hace, porque puede. 

Ante la constatación de la creciente vulneración del régimen regulatorio vigente 
en la actualidad, cabe preguntarse si debemos persistir en la idea de tratar 
de mantener una pesquería artificialmente segmentada. De hecho, no es para 
nada claro por qué es deseable o justificable que los actores más pequeños de 
la pesquería de anchoveta (los artesanales y los de menor escala) no puedan 
optimizar los beneficios de su trabajo, al prohibírseles dirigir sus desembarques 
a la producción de harina y aceite de pescado. Sin embargo, antes de profundizar 
en esta discusión, resulta útil analizar la evolución de la normativa sobre quiénes 
pueden acceder a esta pesquería.

La anchoveta peruana y los retos para su sostenibilidad. 15

Según el último Reglamento de la Ley General de Pesca (D.S. No. 012-2001-PE), 
el régimen de acceso a la actividad pesquera extractiva está constituido por las 
autorizaciones de incremento de flota y los permisos de pesca. A fin de darle 
estabilidad a tan importante regla del juego, el reglamento en cuestión señalaba 
que para modificar el régimen de acceso a la actividad extractiva, la autoridad 
sectorial (entonces el Ministerio de Pesquería, hoy el Ministerio de la Producción 
o el PRODUCE) debería cumplir con tres condiciones previas: (i) “La voluntad 
manifiesta por escrito de las empresas que representen por lo menos el 80% 
del total del volumen de capacidad de bodega de los recursos cuyo régimen de 
acceso se pretende modificar, conjuntamente con el 80% del total de la capacidad 
instalada de los establecimientos industriales pesqueros que cuenten con licencia 
dedicados a procesar los mismos recursos;” (ii) “Los informes correspondientes 
del IMARPE;” y (iii) “Las recomendaciones de un panel de científicos reconocidos 
a nivel internacional en materia pesquera, convocado específicamente para evaluar 
la situación del recurso y su pesquería.”

La pretendida estabilidad en las reglas de acceso a la pesquería del Reglamento 
del año 2001 constituía una respuesta a la alta volatilidad regulatoria de los 
años noventa. En efecto, en los considerandos del nuevo Reglamento (D.S. No. 
012-2001-PE) se indica que durante la vigencia del reglamento anterior (D.S. 
No. 01-94-PE), éste “ha sido objeto de numerosas modificaciones y de normas 
complementarias y ampliatorias … Que es necesario aprobar el nuevo Reglamento 
de la Ley General de Pesca, con el propósito de simplificar todas las normas 
y modificaciones dictadas, así como de incluir los mecanismos para generar 
estabilidad jurídica y económica que aliente a la inversión privada en el sector 
pesquero…”. 

1.1 acceso a la pesquería
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Aunque sin duda el contar con regulaciones estables y coherentes con objetivos de 
política sectorial explícitos y consistentes con el desarrollo sostenible del sector 
es deseable, no resulta claro que las modificatorias a las reglas de acceso a los 
recursos pesqueros tuviesen que ser aprobadas por los que ya detentaban de los 
derechos de acceso. ¿Por qué? Si la misma ley general de pesca en su artículo No. 
2 señala: “Son patrimonio de la Nación los recursos hidrobiológicos contenidos 
en las aguas jurisdiccionales del Perú. En consecuencia, corresponde al Estado 
regular el manejo integral y la explotación racional de dichos recursos…”. 

En cualquier caso, cabe resaltar que las modificaciones más importantes que se 
dieron al régimen de acceso a la pesquería en los últimos años, no cumplieron 
con lo establecido en el reglamento. Normas tan importantes como el Dec. Leg. 
No. 1084 del 2008 (Ley de cuotas individuales), la R.M. No. 100-2009 y el D.S. 
No. 010-2010 (que regula el acceso a la pesquería de anchoveta a través de barcos 
artesanales o de menor escala) y el D.S. No. 005-2012-PRODUCE (determinando 
acceso a franjas de pesca en el mar) no fueron previamente consensuadas 
o prepublicadas a efectos de que los diferentes stakeholders de la pesquería 
realizarán aportes y/o sugerencias, como lo exige las normas de sistematización 
legislativa, ni fueron elaboradas en base a informes científicos del IMARPE que 
recomendasen o avalasen este sistema de franjas,  ni mucho menos contaron con 
el respaldo de un panel de científicos que las analizase previamente.1  El punto a 
resaltar es que la regulación pesquera –en particular en cuanto a reglas de acceso 
a la pesquería- ha sido y sigue siendo inestable y poco predecible.

Así, la política pesquera en el Perú termina siendo, en términos prácticos, la suma 
de normas aisladas y dispersas, sin mayor fundamentación científica que se pueda 
evidenciar en el detalle de las Exposiciones que sustentan los Decretos Supremos 
aprobados en los últimos 10 años, y sin un programa de evaluación que asegure su 
constante perfeccionamiento.

De la flota industrial o de mayor escala 

En los veinte años que siguieron a la aprobación de la Ley General de Pesca 
(1993-2012), se introdujeron diferentes normas que constituyen hitos respecto 
al acceso a la pesquería de la anchoveta. El primero de ellos se remonta al año 
1997, con la expedición del D.S. No. 001-97-PE, que publicó el resultado del censo 
general de embarcaciones pesqueras de mayor escala encargado al Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (INEI) y a la empresa privada Bureau 
Veritas. En estricto, estos listados contienen a las embarcaciones que contaban con 
derecho administrativo y a las que no, se les concedió un plazo para regularizar 
su situación y acceder a la pesquería de la anchoveta con destino al CHI. En la 
práctica solo las embarcaciones que figurasen en los listados debían obtener el 
permiso de pesca respectivo; si no se había cumplido con este proceso, se entendía 
que era imposible realizar actividades extractivas.2  Es importante mencionar que 
en concordancia con el censo, a través de la R.M. No. 781-97-PE, se declaró a la 
pesquería de la anchoveta como una pesquería plenamente explotada.
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Por lo tanto, desde la emisión de las normas mencionadas en el párrafo anterior, 
el Ministerio de Pesquería (hoy de Producción) no pudo haber dado ni un solo 
permiso adicional de pesca para anchoveta con destino al CHI, situación que 
no aconteció, como se verá a continuación. Sin embargo, en el año 1998, un año 
después de declararse plenamente explotada a la pesquería de anchoveta para el 
CHI, mediante la Ley No. 26920 se abrió una puerta de escape a dicha clausura, 
y; lo que es peor, esta puerta permaneció abierta por aproximadamente cinco 
años, a efecto de que las embarcaciones de madera de entre 32.6 m3 hasta 110 
m3 de capacidad de bodega -denominadas “vikingas”- solicitasen directamente, 
el permiso de pesca de anchoveta para CHI, con la sola presentación de 
determinados requisitos documentales y una inspección de la nave. De acuerdo 
con la exposición de motivos de la Ley Nº 26920, se trataba de embarcaciones 
informales que venían realizando actividades extractivas en la zona norte del 
país y que debían ser formalizadas. La prolongación de la vigencia de esta norma 
permitió que el número de embarcaciones que debían formalizarse se eleve de 82 
embarcaciones en 1998 a cerca de 600 en el 2003 (Paredes & Gutiérrez, 2008), e, 
incluso hoy existen solicitudes vinculadas a esta Ley que vienen siendo evaluadas 
en PRODUCE por mandato expreso de jueces, que no hacen sino agravar la 
situación.

Esta situación nos lleva a reflexionar sobre la necesidad de respetar las 
prohibiciones establecidas al incremento en la flota. Si a la fecha está prohibida 
la construcción de nuevas embarcaciones, salvo que sea vía sustitución y previa 
autorización de construcción de parte de la DICAPI, ¿cómo es que aparecen nuevas 
embarcaciones que hoy se pretenden formalizar a través de modificaciones al 
marco normativo?

El Decreto Legislativo No. 1084 de junio de 2008 (entró en vigencia en la primera 
temporada de pesca del 2009) constituye, sin lugar a dudas, el hito regulatorio más 
importante del periodo bajo estudio. Esta norma modificó de manera sustancial el 
régimen de acceso a la pesquería de anchoveta  al introducir cuotas individuales 
de pesca (Límites Máximos de Captura por Embarcación) y asignarlas a las 
embarcaciones industriales que ya operaban en esta pesquería (en función a su 
récord de pesca y a su capacidad de bodega). Como era de esperarse, la asignación 
de derechos de propiedad incrementó la eficiencia del sector, lo cual se tradujo 
en un incremento significativo de las utilidades de las empresas que operaban en 
el mismo. Sin embargo, también acarreó problemas de equidad y, lo que es más 
importante, si no es complementado con un adecuado sistema de seguimiento, 
control y vigilancia, podría acarrear problemas de sostenibilidad de la especie y de 
viabilidad de la pesquería en el largo plazo.

Antes de la reforma, la existencia de una cuota global de captura, que cuando 
era alcanzada determinaba el cierre de la temporada de pesca, llevó a que los 
armadores tratasen de pescar lo máximo posible, en el menor tiempo posible 
(comportamiento conocido como la “carrera olímpica”). Esto incentivó la sobre 
inversión en el sector, tanto en flota como en planta (Paredes & Gutiérrez 2008, 
y Galarza 2009) y llevó a temporadas de pesca cada vez más cortas. Luego de la 
implementación de la reforma, tal como se observa en la Tabla 1, el número de días 
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1.	 REGÍMENES DE ACCESO A LA PESQUERÍA Y DERECHOS DE PESCA

INDICADORES
Sin sistemas de LMCE 

2006 - 2008
Con sistema de LMCE 

2009 - 2011

Periodo de pesca autorizado -

2009: 20-abr al 30-jul/ 
06-nov al 31-ene

2010: 13-may al 31-jul/ 
20-nov al 31-ene

2011: 01-abr al 31-jul/ 
23-nov al 31-ene

Número de Embarcaciones 1,079 944

Días de Pesca (promedio anual) 54 153

% Producción de Harina Prime 40% 51%

Eficiencia de la Flota 62.8% 58.0%

Embarcaciones de Acero 61.5% 56.3%

Embarcaciones de Madera 69.3% 66.4%

Embarcaciones de empresas 
integradas*

62.7% 58.5%

Ratio de conversión 
(TM Anchoveta / TM Harina)

4.38 4.27

Cifras actualizadas al 31 de enero de 2012.
* Empresas con plantas de procesamiento y flota propias.
Fuente: Elaboración propia en base a datos del Ministerio de la Producción y Paredes (2012).

tabla 1: 
indicadores de la pesquería de anchoveta
ZONA NORTE-CENTRO, 2008-2011

de pesca se incrementó a más del doble y el número de embarcaciones se redujo, 
corroborando el efecto positivo anticipado en términos de reducir la “carrera 
olímpica” y las ineficiencias que ésta causaba. Además de facilitar la reducción de 
costos, el nuevo régimen permitió mejorar la calidad de la anchoveta desembarcada 
y, por lo tanto, de la harina producida, con la consecuente mejora en las utilidades 
de las empresas dedicadas a esta actividad (Paredes, 2012). Sin lugar a dudas, en 
materia de eficiencia, el nuevo régimen produjo ganancias significativas para el 
sector y para la sociedad como un todo, que, con el sistema de cuotas individuales 
y el fin de la carrera olímpica, dejaron de disipar los beneficios potenciales de su 
principal riqueza marítima.
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Para detener la degradación del ambiente natural del planeta y construir 
�un futuro en el cual los humanos convivan en armonía con la naturaleza.

Por qué estamos aquí

www.wwfperu.org

Esta publicación ha sido impresa en Cocoon, papel certificado por Forest 
Stewardship Council (FSC), fabricado con 100% fibra reciclada post-
consumo, libres de cloro y certificadas por National Association of Paper 
Merchants (NAPM). El papel está certificado también por Ecoflower, que 
identifica productos hechos bajo manejo ambientalmente apropiado y con 
responsabilidad social. 

Los beneficios por el uso de este papel se reflejan en un menor impacto al 
ambiente, equivalente a:

184 kg. de fibra de árboles no usada
2,355 lt. de agua no consumida
113 kg. de residuos sólidos no generados
17 kg. de gases de efecto invernadero evitados
217 KWH de energía no consumida
167 km. no recorridos en auto estándar

Esta publicación ha sido posible gracias al apoyo de:




